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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor YEISON FERNANDO ESPINOSA VARGAS en contra de la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional, al considerar vulnerados los derechos fundamentales a la salud y a la vida en condiciones dignas.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de la información que aporta el señor ESPINOSA VARGAS se puede sintetizar así: (i) labora como soldado profesional adscrito al batallón 5 “Los Guanes”, Brigada Móvil # 22 con sede en Peñas Coloradas (Caquetá) y se encuentra en esta ciudad con permiso hasta diciembre 20 de 2015; (ii) desde mayo de 2015 tiene pendiente una valoración con especialista en ortopedia para la atención de la ESCORIOSIS TORÁXICA que presenta; (iii) desde esa fecha remitió a la Dirección General de Sanidad del Ejército con sede en Bogotá la orden médica con la expectativa de una cita, transporte, manutención y alojamiento en el lugar donde se le asigne, pero lleva más de cinco meses sin ser atendido; y (iv) sanidad militar desatiende los servicios a los que tiene derecho, sin expectativas de solución, y por ello recurre a la acción de tutela para que se obligue a la Unidad Militar a cumplir con su obligación del cuidado médico de los soldados usuarios, por cuanto se vulneran sus derechos fundamentales a la salud, vida y vida en condiciones dignas.

Con fundamento en lo anterior solicita que la Dirección de Sanidad del Ejército: (i) ordene la revisión por ortopedia que requiere; (ii) disponga el tratamiento integral para la patología que padece; y (iii) asegure los gastos de transporte, manutención y alojamiento a los que haya lugar.

3.- CONTESTACIÓN

3.1.- Dentro del término oportuno la Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería # 8 “Batalla de San Mateo”, informó que al verificar el archivo de gestión de historias clínicas no se registra la del señor YEISON FERNANDO ESPINOSA, lo que indica que éste no ha solicitado ningún tipo de atención en ese dispensario y por ende no se le ha brindado, máxime cuando de los anexos de la tutela se avizora que todas las órdenes han sido expedidas por la Dirección con sede en Peñas Coloradas (Caquetá), por lo cual no se está en curso en acción u omisión que viole sus derechos fundamentales y por tanto solicita se desestimen las pretensiones del accionante.
3.2.- El Comandante de la Brigada Móvil # 22, en relación con los hechos relevantes de la tutela refirió: (i) al accionante se le ha brindado atención médica en Peñas Coloradas (Caquetá) donde presta sus funciones; (ii) el soldado luego de reintegrarse del permiso que culminó en agosto 3 de 2015 manifestó padecer dolor lumbar y fue atendido en el dispensario médico donde se le ordena remisión para valoración por ortopedia, por lo cual se envía la documentación pertinente a Bogotá, pues allí no hay la atención especializada que requiere; (iii) tales documentos salen únicamente por vía aérea y para ello debe tenerse en cuenta la disponibilidad de vuelos que se le den a la Brigada, con lo cual solo a finales de septiembre se enviaron esos documentos; (iv) una vez se recibieron en la oficina de coordinación logística de la Brigada 22 se procedió a solicitar dicha cita, previa contratación, la que fue fijada para octubre 20, situación informada vía telefónicamente al solicitante quien expresó que su Unidad salía en noviembre 16 y que se presentaría en Bogotá para dar iniciación al trámite. Efectivamente allí arribó pero por voluntad propia salió a disfrutar del permiso concedido y se negó a quedarse para el respectivo trámite de sanidad; (v) no obstante que la remisión para valoración de mayo 28 de 2015 no fue puesta en conocimiento del suboficial de sanidad, al militar se le ha brindado atención en Peñas Coloradas, pero aclara que el personal del Batallón de Combate Terrestre # 5 “Los Guanes” que se encuentra con situaciones de sanidad deben permanecer en Bogotá para lo pertinente, en tanto en esa jurisdicción no hay acceso a especialistas, lo que al parecer desatendió el accionante quien decidió gozar del permiso y ello imposibilita al suboficial encargado de sanidad gestionar la cita requerida; (vi) pide se denieguen las pretensiones de la tutela dado que a la fecha no se ha autorizado, ni brindado la atención en ortopedia que pide el accionante porque éste se encuentra en su lugar de habitación en Pereira y no en Bogotá en la oficina de coordinación logística de la Brigada 22, por lo cual debe agotar el trámite pertinente ante esa Unidad.
3.3.- Por parte de la Dirección General de Sanidad Militar del Ejército Nacional se guardó absoluto silencio, pese a haber sido vinculada a la presente acción.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

La Sala ordenó escuchar en declaración bajo juramento al accionante quien expreso lo siguiente: (i) las órdenes para el examen con ortopedista las envío en su oportunidad ante los encargados de la Brigada Móvil 22 con sede en Bogotá quienes tramitan las citas, y ante la mora se trasladó hasta el dispensario para agilizar las mismas pero se le indicó que la Brigada Móvil tiene un funcionario que debe realizar todos los trámites para su obtención, al cual se cansó de llamar pues siempre le respondía con excusas; (ii) su historia clínica reposa en Tres Esquinas (Caquetá) en la base de la Fuerza Aérea donde le descubrieron la enfermedad, así como en Peñas Coloradas, pero la cita la requiere para valoración en Bogotá, en tanto en estos otros lugares no existe especialista; (iii) no ha efectuado trámite ante el Dispensario Médico del Batallón San Mateo de Pereira ya que solo ha elevado peticiones verbales a sus superiores y a los delegados en la Brigada Móvil 22 en donde incluso habló con el Comandante para la obtención de la referida cita sin encontrar solución a la fecha; y (iv) estima que la Brigada Móvil 22 de Bogotá es la encargada de brindarle la atención que requiere.

En posterior ampliación y en relación con la respuesta del Comandante de la Brigada 22 explicó: (i) nunca lo llamaron antes de salir de permiso y cuando faltaba un mes para ello habló con los tres Comandantes de la Brigada, entre ellos el Coronel FABRICIO CASTILLO POLO quien le dijo que esperara, pero nunca le dijeron nada de cita alguna; por tanto, lo que allí se dice al respecto no es cierto, y si le hubieran informado no estuviera en esta ciudad, ni mucho menos hubiera presentado tutela, máxime que cuando salió a permiso lo hizo por Florencia (Caquetá); (ii) la orden de mayo 28 la envío el Sargento ANDRADE en un vuelo de abastecimiento, sin tener constancia a ese respecto; (iii) en Peñas Coloradas siempre lo han atendido, pero lo que requiere es la valoración por especialista en ortopedia; (iv) cuando el personal de la Unidad requiere tratamiento es despachado en vuelos de abastecimiento, situación que coordinan los mismos comandantes. Y cuando llegan a Bogotá hay un alojamiento donde permanecen y se le entregan fichas para su comida; y (v) en sus seis años de servicio al Ejército Nacional nunca había presentado problemas de salud y la parece injusto que ahora que los tiene no le brinden el tratamiento requerido, máxime que él es el directo perjudicado por lo que de habérsele informado que tenía esa cita se hubiera quedado en Bogotá.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en este asunto se han vulnerado los derechos fundamentales del señor YEISON FERNANDO ESPINOSA VARGAS y si es procedente la protección de los mismos en los términos que se invoca en el escrito de tutela.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En la actualidad, en la jurisprudencia constitucional el derecho a la salud es considerado fundamental por sí mismo, y por tanto su protección por vía de tutela no tiene ningún tipo de condicionamiento. Al respecto, en la sentencia T-548/11, se dijo:

“[…] 3. El derecho a la salud como derecho fundamental y su protección constitucional mediante la acción de tutela. Reiteración de jurisprudencia.
 
Inicialmente la jurisprudencia de la Corte Constitucional consideró en relación con el derecho a la salud, que para ser amparado por vía de tutela, debía tener conexidad con los derechos a la vida, la integridad personal y la dignidad humana. En tal sentido argumentó que se protegía como derecho fundamental autónomo tratándose de los niños, en razón a lo dispuesto en el artículo 44 de la constitución y se tutelaba el ámbito básico cuando el peticionario era un sujeto de especial protección.

 

No obstante, la postura de esta Corporación ha evolucionado y ha reconocido la salud con el carácter de derecho fundamental autónomo. Sin embargo, también ha dicho que ser un derecho fundamental no implica per se, que todos los aspectos cobijados por éste son tutelables, pues dado que los derechos no son absolutos, pueden estar restringidos por los criterios de razonabilidad y proporcionalidad fijados por la jurisprudencia […]”.

De acuerdo con lo consignado en la demanda de tutela, la solicitud de amparo presentada por YEISON FERNANDO ESPINOSA se instauró con el propósito de proteger las garantías constitucionales que estima vulneradas por la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional y la Brigada Móvil 22, al no haberle sido autorizada la práctica de una valoración por especialista en ortopedia que le fue prescrita por el médico tratante desde mayo 28 de 2015 y reiterada en agosto 8 de 2015, todo a raíz de una ESCOLIOSIS TORÁXICA que padece y que motivó el otorgamiento de incapacidades para levantar pesos superiores a 10 kilogramos. Así mismo reclama un tratamiento integral para dicha patología y el suministro de transporte, manutención y alojamiento al que haya lugar para la atención en salud que requiera.

Frente a las peticiones del accionante debe precisar la Colegiatura en primer término, que ante la incertidumbre respecto a la entidad encargada de brindar el servicio especializado que requiere el soldado, conforme a la manifestación expresada por éste así como el reporte entregado por la directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería # 8 “Batalla de San Mateo” de esta capital, se vislumbra que no ha sido en esta dependencia donde se le ha negado la prestación reclamada, en tanto de lo informado se desprende que las iniciales revisiones efectuadas al militar enfermo han sido en los Dispensarios Médicos de Peñas Coloradas y Tres Esquinas (Caquetá), siendo en éste último donde le detectaron la ESCOLIOSIS TORÁXICA que ameritó su remisión ante un especialista en ortopedia y que pasados seis meses del hallazgo aún no se le ha realizado.
El soldado fue claro al indicar que tal examen no puede efectuarse en los dispensarios en donde anteriormente le han atendido al carecer de tal especialidad, como igualmente lo corrobora el Comandante de la Brigada Móvil 22; en consecuencia, dicha valoración debe ser efectuada en otra ciudad, más concretamente en Bogotá, donde queda el Comando de esa Brigada y donde existen funcionarios encargados de dar trámite a las solicitudes de sanidad de los militares que se encuentran en bases de municipios distantes -como en este caso en Peñas Coloradas-, por lo cual es competencia de tal dependencia adelantar todos los trámites para que el requerimiento médico ordenado sea efectivamente autorizado, sin que ello haya tenido ocurrencia hasta el presente. 
Aunque el Comandante de la Brigada expresa que con antelación al permiso del que hace uso el soldado se le había dado cita, la que al parecer desatendió el hoy accionante, todo lleva a concluir que eso no concuerda con la realidad porque el quejoso desmintió tal situación al indicar que no fue informado de ello, e incluso pone de presente que cuando salió de permiso en el mes de noviembre lo hizo por Florencia (Caquetá) y no por Bogotá.

Así las cosas, se avizora una contradicción entre lo dicho por el alto oficial y el soldado profesional demandante, la que el Tribunal resolverá a favor de éste último en virtud del principio de la buena fe y dado que ante la duda existente acerca de si fue o no culpa o desidia de su parte el no atender la presunta cita otorgada, es lo cierto que el accionante continúa afectado en su derecho fundamental a la salud y corresponde disponer lo pertinente para superar la grave dificultad por la que atraviesa.
Por demás, es claro que la omisión o el retraso en la oportuna atención es atribuible tanto a la Brigada Móvil # 22 como a la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional, debido a que el tutelante se halla afiliado a esa institución, y en esa medida es la directamente obligada a garantizar la atención especializada que se reclama. 

Se tutelará en consecuencia ese derecho y se ordenará al Comandante de la Brigada Móvil # 22 con sede en Bogotá, que de manera conjunta con el Director General de Sanidad Militar del Ejército Nacional procedan a autorizar la realización del examen por especialista en ortopedia que demanda el accionante para la patología de ESCOLIOSIS TORÁXICA, a efecto de definir el procedimiento a seguir. 
Se aprecia igualmente, que luego de la referida valoración especializada el accionante puede requerir una serie de atenciones relacionadas con la enfermedad que dio origen a esta acción, a consecuencia de lo cual y de conformidad con los lineamientos constitucionales
, en especial porque es imperativo que ante un quebrantamiento del derecho a la salud se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la asistencia que se suministre sea oportuna, eficaz y especialmente continua, se ordenará a la Dirección Nacional del Ejército Nacional que garantice al accionante la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que pueda requerir en relación con la patología de ESCOLIOSIS TORÁXICA puesta de presente en esta instancia.
Finalmente, en relación con el tema de los servicios de transporte, alojamiento y manutención que reclama el accionante, debe precisar la Colegiatura que el artículo 34 del Decreto 1795/00, por medio del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, establece que el Plan de Atención Básica para ese régimen especial es el contemplado en el artículo 165 de la Ley 100/93, es decir, el Plan Obligatorio de Salud, y en éste no se encuentra incluido el traslado que reclama, en tanto solo opera para pacientes que excepcionalmente lo requieran. 
La Corte Constitucional en Sentencia T-644/14, en relación con la asistencia de transporte dentro del sistema de salud ha expresado que este:

“[…] no es un servicio médico, sino una prestación que permite el acceso a las atenciones que requiere un paciente
. Al respecto, esta Corporación ha señalado que, “si bien el transporte y hospedaje del paciente no son servicios médicos, en ciertos eventos el acceso al servicio de salud depende de que al paciente le sean financiados los gastos de desplazamiento y estadía en el lugar donde se le pueda prestar atención médica. (…) Así pues, toda persona tiene derecho a que se remuevan las barreras y obstáculos que impidan a una persona acceder a los servicios de salud que requiere con necesidad, cuando éstas implican el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, debido a que en su territorio no existen instituciones en capacidad de prestarlo, y la persona no puede asumir los costos de dicho traslado”
. 
La Corte ha ordenado el traslado en ambulancia  de los pacientes y la financiación de los gastos de desplazamiento, además de hospedaje de una persona para facilitarle el acceso a los servicios de salud que requería. Esas decisiones se han sustentado en el principio constitucional de solidaridad, consagrado en el numeral 2º del artículo 95 de la Constitución Política, mandato que impone a toda persona el deber de responder “con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas”
.
Ahora bien, es evidente que al encontrarse el soldado profesional YEISON FERNANDO ESPINOSA acantonado en una base alejada -Peñas Coloradas (Caquetá)-, cualquier servicio médico que deba surtirse fuera de allí para atender su dolencia, no solo le acarrea grandes costos sino también la imposibilidad de asistir a las citas prescritas en sede distinta de los dispensarios de esa municipalidad o de Tres Esquinas. Por ello y como quiera que por parte de las Fuerzas Militares se realizan viajes aéreos de abastecimiento para dichas áreas, deberá efectuarse por parte de la Brigada Móvil # 22 la coordinación pertinente para que en el evento en que el accionante deba trasladarse con destino a Bogotá u otra ciudad con el fin de recibir atención médica, se disponga su traslado aéreo; así mismo, para que en la sede militar se le brinde el alojamiento y manutención que requiera, con el fin de garantizar la efectiva prestación de los servicios médicos.
Mírese que al respecto la jurisprudencia constitucional ha establecido que: “cuando el paciente no cuente con los recursos para sufragar los gastos que le genera el desplazamiento y, éste, sea la causa que le impide recibir el servicio médico, esta carencia se constituye en una barrera para acceder al goce efectivo de su derecho a la salud. En éste evento, le corresponde al juez constitucional aplicar la regla jurisprudencial para la procedencia del amparo para financiar el traslado, en los casos donde se acredite que “(i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario.
” 

De conformidad con lo discurrido, la Sala tutelará los derechos fundamentales a la salud y a la vida en condiciones dignas de los que es titular el señor YEISON FERNANDO ESPINOSA VARGAS; en consecuencia se ordenará al Director General de Sanidad del Ejército Nacional y al Comandante de la Brigada Móvil # 22 -ambos con sede en Bogotá-, que de manera conjunta y dentro de las 48 horas siguientes contadas a partir de la notificación de esta providencia, procedan a adelantar las gestiones pertinentes para que le sea autorizada la práctica de la valoración por ortopedista para la ESCOLIOSIS TORÁXICA que padece, la cual deberá ser realizada en un término máximo de diez (10) días, e igualmente se le prestará el tratamiento integral que requiere. Y de igual modo se dispondrá que el Comandante de la Brigada Móvil # 22 adelante las gestiones pertinentes para que en el evento de que el soldado YEISON FERNANDO ESPINOSA deba salir del área de influencia del Batallón de Combate Terrestre # 5 “Los Guanes”, con destino a Bogotá u otra ciudad con el fin de recibir el cuidado en salud, se disponga de su traslado aéreo y se le brindará el alojamiento y manutención pertinentes, mientras se encuentre en tal situación.

Como se desprende que el Dispensario médico 3029 del Batallón de Artillería # 8 no ha incurrido en vulneración alguna a los derechos fundamentales del accionante, se dispondrá su desvinculación.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELAN los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna de los que es titular el señor YEISON FERNANDO ESPINOSA VARGAS.

SEGUNDO: SE ORDENA al Director General de Sanidad del Ejército Nacional que de manera conjunta con el Comandante de la Brigada Móvil # 22 -con sede en Bogotá- y dentro de las 48 horas contadas a partir de la notificación de esta providencia, procedan a adelantar las gestiones pertinentes para que le sea autorizada al soldado ESPINOSA VARGAS la valoración por ortopedista para la patología de ESCOLIOSIS TORÁXICA que padece, la cual deberá ser realizada en un término máximo de diez (10) días.

TERCERO: SE ORDENA al Director General de Sanidad del Ejército Nacional que de manera ágil, oportuna y eficaz, le preste al señor YEISON FERNANDO ESPINOSA VARGAS el tratamiento integral que pueda requerir en relación con la enfermedad puesta de presente.

CUARTO: SE ORDENA al Comandante de la Brigada Móvil # 22 que adelante las gestiones pertinentes para que en el evento en que el militar ESPINOSA VARGAS deba salir del área de influencia del Batallón # 5 “Los Guanes” de Peñas Coloradas (Caquetá) con destino a Bogotá u otra ciudad con el fin de recibir atención médica para su dolencia, se disponga su traslado aéreo y se le brinde el alojamiento y manutención pertinentes, mientras se encuentre en tal situación.

QUINTO: SE DESVINCULA  de esta acción constitucional al Dispensario Médico Nro. 3029 Batallón de Artillería # 8 “Batalla de San Mateo”.

SEXTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-398/08, T-408-11 y T-039/13 en la que se dijo: “El principio de integralidad, comprende dos elementos: “(i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología”. La materialización del principio de integralidad conlleva a que toda prestación del servicio se realice de manera oportuna, eficiente y con calidad; de lo contrario se vulneran los derechos fundamentales de los usuarios del sistema de salud.”.





� Sentencia T-388 de 2012. 


� Sentencia T-760 de 2008, T-022 de 2011 y T-481 de 2011.


�  Sentencia T-019 de 2010.


�Sentencias T-900 de 2000;  T-1079 de 2001; T-1158 de 2001;  T- 962 de 2005; T-493 de 2006; T-057 de 2009; T-346 de 2009 y T-550 de 2009. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-111 de 2013. 
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